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CONTRATO LABORAL CON COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO/ Para acreditar esa relación y descartar que era asociativa, el trabajador tiene la carga de demostrar que el acuerdo cooperativo es nulo o que la Cooperativa actúa al margen del régimen de economía solidaria 
“Tal documental permite colegir la legalidad de la creación y funcionamiento de la Cooperativa de Trabajo Asociado demandada y la vinculación libre, consciente y espontánea a ella por parte del señor José Norvey Sánchez Castro, conociendo y aceptando las reglas especiales que en este escenario rigen las relaciones de trabajo. 

Bajo ese entendido (…) le correspondía a la parte actora demostrar que esos acuerdos cooperativos eran nulos o que Coovipriquin CTA realmente actuaba por fuera de los lineamientos de las entidades de económica solidaria, situación ésta que no se verificó en el proceso, pues como caudal probatorio únicamente arrimó el mencionado acuerdo cooperativo de 1º de noviembre de 2008, una certificación emitida por la entidad demandada, en donde da fe que él estuvo vinculado a Coovipriquin CTA entre los extremos referenciados en la demanda, copia del estado de su cuenta de ahorros en el Banco AV Villas y un certificado de la Cámara de Comercio de Pereira (…)”
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SALUDO. BUEN DIA

Hoy, dieciséis de marzo de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JOSE NORVEY SANCHEZ CASTRO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 5 de marzo de 2015, dentro del proceso que éste le promueve a la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO DE SEGURIDAD PRIVADA NACIONAL “COOVIPRIQUIN CTA”, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-004-2014-00455-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Norvey Sánchez Castro que la justicia laboral declare que entre él y la CTA Coovipriquin existió un contrato de trabajo entre el 1º de noviembre de 2008 y el 30 de abril de 2012 y con base en ello aspira que se condene a la entidad demandada a reconocer y pagar cesantías y sus intereses, primas de servicios, vacaciones, la indemnización por despido sin justa causa, las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que prestó sus servicios como guarda de seguridad a favor de la CTA Coovipriquin desde el 1º de noviembre de 2008 hasta el 30 de abril de 2012, fecha en la que se vio obligado a presentar la renuncia debido al incumplimiento de su empleador en el pago de sus obligaciones contractuales; sostiene que la labor encomendada la prestó de manera personal, sin que se llegara a presentar queja o llamado de atención alguna por parte de la entidad accionada; asegura que a la fecha de presentación de la demanda no se le ha cancelado lo correspondiente a la liquidación del contrato de trabajo suscrito con la Cooperativa demandada.

Al contestar la demanda –fls.21 a 40- la CTA Coovipriquin aceptó el hecho de que el demandante prestó sus servicios como guarda de seguridad a su favor, pero haciendo claridad en que los mismos se dieron bajo un acuerdo de trabajo asociado desde el 1º de noviembre de 2008 hasta el 30 de abril de 2012 cuando renunció de manera libre, voluntaria y espontánea. Frente a los demás hecho expresó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “No se la parte demandada un verdadero empleador” y “Enriquecimiento sin causa”.

En sentencia de 5 de marzo de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que entre el señor José Norvey Sánchez Castro y la Cooperativa de Trabajo Asociado de Seguridad Privada Nacional “Coovipriquin C.T.A.” no se presentó un contrato de trabajo, sino un acuerdo de trabajo asociado que estuvo vigente entre el 1º de noviembre de 2008 y el 30 de abril de 2012, el cual finalizó por voluntad del actor. Por tal motivo, negó la totalidad de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el señor José Norvey Sánchez Castro interpuso recurso de apelación argumentando que entre él y la CTA demandada existió una relación laboral que estuvo vigente entre los extremos señalados en la demanda y para dar fe de ello aportó al plenario el respectivo contrato de trabajo suscrito entre las partes, mismo que fue finalizado por causa atribuible al empleador, en razón al incumplimiento por parte de Coovipriquin CTA en el pago de los intereses a las cesantías, las primas de servicios y demás obligaciones contractuales.   

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:

¿Cuál es la carga probatoria que corresponde a un trabajador asociado cuando demanda a la Cooperativa en orden a que se declare que su vinculación en realidad fue de carácter contractual laboral y no asociativa?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1- LAS COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO. 
Creadas por la ley 79 de 1988, las Cooperativas de Trabajo Asociado, con las modificaciones que a la concepción inicial se han introducido por el decreto 4588 de 2006 y la ley 1233 de 2008, se conciben como organizaciones sin ánimo de lucro que, con la finalidad de satisfacer las necesidades de los asociados, agrupan a personas naturales que detentan la triple condición de gestoras, contribuyentes de dinero para el funcionamiento y aportantes de su trabajo para la producción de bienes, ejecución de obras o prestación de servicios.  

2- RECONOCIMIENTO Y FUNCIONAMIENTO DE LAS CTA

De conformidad con el artículo 7º del decreto 4588 de 2006 para que una Cooperativa de Trabajo Asociado sea reconocida y pueda funcionar como tal, debe reunir los requisitos previstos en el artículo 15 de la ley 79 de 1988, tener autorizado por el Ministerio del Trabajo su régimen de trabajo y compensaciones y obtener su reconocimiento por la Superintendencia de Economía Solidaria y las demás Superintendencias que vigilen y controlen la actividad especializada de estas. 

En cuanto a las Cooperativas de Trabajo Asociado dedicadas a la vigilancia y seguridad privada, su reglamentación y autorización para funcionar se encuentra prevista en el decreto 356 de 1994 que en su artículo 23 dispone:

“Se entiende por cooperativa de vigilancia y seguridad privada, la empresa asociativa sin ánimo de lucro en la cual los trabajadores, son simultáneamente los aportantes y gestores de la empresa, creada con el objeto de prestar servicios de vigilancia y seguridad privada en forma remunerada a terceros en los términos establecidos en este Decreto y el desarrollo de servicios conexos, como los de asesoría, consultoría e investigación en seguridad.

Únicamente podrán constituirse como cooperativas de vigilancia y seguridad privada, las cooperativas especializadas.

Las cooperativas constituidas con anterioridad a la publicación del presente Decreto, podrán conservar su naturaleza jurídica sin perjuicio de lo establecido en este artículo.”
La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada es la entidad encargada de otorgar la licencia de funcionamiento para esta clase de Cooperativas, que dicho sea de paso, mantuvieron su vigencia con la ley 1233 de 2008, norma que sencillamente en el parágrafo de su artículo 12, reiteró la necesidad de que fueran constituidas con carácter especializado, esto es, con dedicación exclusiva a este objeto social.

Tal cúmulo de exigencias, requisitos y controles para validar el funcionamiento de las Cooperativas de trabajo asociado, ponen en evidencia que su actividad y objeto, en principio, deben entenderse como ajustados a la legalidad y los fines del régimen de economía solidaria. 

3- RÉGIMEN DE TRABAJO ASOCIADO. Acuerdo Cooperativo

Dispone el artículo 10º del decreto 4588 de 2006 que “El trabajo asociado se rige por sus propios estatutos; en consecuencia, no le es aplicable la legislación laboral ordinaria que regula el trabajo dependiente”.

A su vez el artículo 11 ibídem explica que las personas que libremente participen en la creación de la Cooperativa de Trabajo Asociado o que posteriormente se adhieren suscribiendo el acuerdo cooperativo correspondiente, quedan obligadas a cumplir con los estatutos, el régimen de trabajo y compensaciones y su trabajo no queda sometido a la legislación laboral, en razón de lo cual, en los términos del artículo 13 de la misma codificación sus relaciones precisamente se regulan por la legislación cooperativa, los estatutos, el acuerdo cooperativo y el régimen de trabajo asociado y de compensaciones.

4- CONFLICTOS DERIVADOS DEL RÉGIMEN DE LAS COOPERATIVAS DE TRABAJO ASOCIADO ESPECIALIZADAS EN SEGURIDAD PRIVADA y CARGA DE LA PRUEBA DE LOS TRABAJADORES ASOCIADOS.

En términos generales, al quedar probada la existencia y funcionamiento legal de una Cooperativa de Trabajo Asociado y la pertenencia del trabajador reclamante a una de estas entidades mediante la suscripción de un acuerdo cooperativo, se habrá roto la presunción del artículo 24 del C.S.T., pues estará acreditado que los servicios prestados por el demandante fueron originados en una relación de carácter cooperativo, reconocida como válida por la legislación y concretada por el reconocimiento de existencia de la Cooperativa, las resoluciones que otorgan su licencia de funcionamiento y el acuerdo cooperativo voluntariamente suscrito por el trabajador asociado.

No obstante, a pesar de lo anterior es factible que se presenten, entre otras, las siguientes posibilidades de conflictos, respecto a la naturaleza del vínculo jurídico, derivados de la prestación de los servicios personales en, o por medio de, una Cooperativa de Trabajo Asociado:

1- Reclamaciones por derechos cooperativos surgidos del incumplimiento de los estatutos y regímenes de compensaciones y de seguridad social.

2- Reclamaciones por la existencia de un contrato de trabajo directamente celebrado con la Cooperativa.
3- Reclamaciones por la configuración de un contrato realidad.
Respecto al primer evento, según lo dispone el artículo 38 del decreto 4588 de 2006, su solución podrá intentarse inicialmente por la vía de la conciliación, pero también existe la posibilidad de utilizar el procedimiento arbitral y, de ser necesario, cabe la demanda laboral ordinaria. La carga de la prueba que en estos casos tiene el trabajador asociado, básicamente será la de demostrar su calidad, las labores desempeñadas y la existencia y contenido de los estatutos y reglamentos que sostienen sus pretensiones.

Las reclamaciones derivadas de la existencia de un contrato de trabajo celebrado entre el trabajador y la Cooperativa, en virtud de lo previsto en el artículo 9º de la ley 1233 de 2008, hacen necesaria la prueba de haber sido vinculado por la ocurrencia de una de las tres circunstancias allí previstas, esto es, para realizar un trabajo ocasional o transitorio, para reemplazar temporalmente a trabajadores asociados imposibilitados para llevar a cabo labor absolutamente indispensable al objeto de la Cooperativa, y para desempeñar actividades técnicas especializadas.

Las divergencias por la configuración de un contrato realidad, involucran a su vez dos posibilidades:

a) La figura de la intermediación laboral. Discusión que tendrá como codemandado al 3º beneficiario de la obra o de los servicios y respecto de quien se debe acreditar el hecho de ser la persona que ejercía los actos de subordinación y por tanto tenía la calidad de verdadero empleador.

b) La inexistencia o nulidad del acuerdo cooperativo. Situación ésta que, dada la legalidad y constitucionalidad del trabajo cooperativo, la autorización de funcionamiento de la Cooperativa y la suscripción del acuerdo cooperativo por parte del trabajador asociado, exige que se alegue en este preciso sentido y se acredite, entre otras circunstancias posibles que, o no se realizó el acuerdo cooperativo, o que para su suscripción el trabajador estaba incurso en uno cualquiera de los vicios del consentimiento, o que la Cooperativa es una simple fachada de empresa con ánimo de lucro, pues de lo contrario se estaría negando por vía judicial, la autorización legal y administrativa que tienen tales personas jurídicas para operar mediante la asociación de personas, como gestoras y aportantes de trabajo en orden a realizar obras o prestar servicios, en beneficio común.
Ahora bien, respecto a las Cooperativas de Trabajo Asociado especializadas en seguridad, según se desprende del análisis de la Sala de Casación Laboral sobre el Decreto 356 de 1994, según cita hecho por la Sala Penal en sentencia de tutela de 9 de agosto de 2007 con Ponencia del Doctor Yesid Ramírez Bastidas, una vez acreditados por una Cooperativa de trabajo asociado su creación, registro y autorización para funcionar como tal, dentro del marco de la economía solidaria, así como la suscripción por parte de un trabajador asociado del acuerdo cooperativo mediante el cual se acoge a los estatutos y regímenes, corresponde al trabajador asociado, de aspirar a la declaración de existencia de un contrato de trabajo, la carga de probar que el acuerdo cooperativo es nulo o que la Cooperativa en realidad, a pesar de la autorización, actúa por fuera de los lineamientos de las entidades de economía solidaria.

Es importante notar como, tratándose de contratos de prestación de servicios, a quien pretenda obtener la declaración de la existencia de un contrato realidad, le basta probar la prestación personal del servicio, para que opere en su favor la presunción del artículo 24 del C.S.T., mientras que el trabajador asociado tiene una carga probatoria mayor, pues, en virtud del registro legal de la Cooperativa y de las autorizaciones vigentes de funcionamiento, teniendo en cuenta que, precisamente es de su esencia, asociar, mediante acuerdos cooperativos, personas naturales que aporten trabajo, lo que se presume es su voluntad de adherirse al modelo de producción solidario con respeto absoluto de los estatutos y regímenes establecidos para el funcionamiento de la CTA.

EL CASO CONCRETO

Sostiene el señor José Norvey Sánchez Castro que entre él y la Cooperativa de Trabajo Asociado de Seguridad Privada Nacional “Coovipriquin” existió una relación de índole laboral entre el 1º de noviembre de 2008 y el 30 de noviembre de 2012.

En su defensa, la cooperativa demandada asegura que lo que se presentó entre esa entidad y el demandante fue un acuerdo de trabajo asociado, regido por las normas propias que regulan a las Cooperativas de Trabajo Asociado.

Para dar fe que Coovipriquin CTA cumple con todos los requisitos para funcionar como una verdadera Cooperativa de Trabajo Asociado, esto es, su creación, registro y autorización de funcionamiento, fueron incorporados al proceso los siguientes documentos: i) Los estatutos de la COOPERATIVA DE TRABAJO ASOCIADO DE SEGURIDAD PRIVADA NACIONAL “COOVIPRIQUIN CTA” –fls.113 a 258-; ii) Certificado de Existencia y Representación Legal emitido por la Cámara de Comercio de Armenia en donde se certifica que la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada el 18 de marzo de 2014 registró el cambio de nombre de “Cooperativa de Vigilancia y Seguridad Privada Nacional Ltda.” a “Cooperativa de Trabajo Asociado de Seguridad Privada Nacional Ltda.”, la cual tiene un término de duración de su persona jurídica de carácter indefinido –fls.17 a 20-; iii) Resolución Nº 020 de 30 de enero de 2009 mediante la cual el Ministerio de la Protección Social autoriza los regímenes de trabajo asociado y de compensaciones y ordena el depósito de los estatutos de la CTA accionada, por cumplir con las disposiciones legales vigentes para su funcionamiento –fl.313- y iv) El pacto por las buenas prácticas cooperativas en las Cooperativas de Trabajo Asociado en el sector de la vigilancia, suscrito el 26 de junio de 2014 entre la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y la CTA demandada –fls.315 a 324-, por medio del cual se acredita que Coovipriquin es una Cooperativa de Trabajo Asociado especializada en el sector de la vigilancia y seguridad privada, de conformidad con lo previsto en el artículo 62 de la Ley 79 de 1988 y cumpliendo de esta forma con lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 23 del Decreto 356 de 1994.

Igualmente fue aportado el Acuerdo Cooperativo de Trabajo Asociado de 1º de noviembre de 2008 –fl.8- suscrito entre el señor Sánchez Castro y Coovipriquin CTA en donde el actor voluntariamente acepta unirse al modelo de producción solidario señalado en los estatutos y regímenes previstos para la actividad de la Cooperativa. 

Tal documental permite colegir la legalidad de la creación y funcionamiento de la Cooperativa de Trabajo Asociado demandada y la vinculación libre, consciente y espontánea a ella por parte del señor José Norvey Sánchez Castro, conociendo y aceptando las reglas especiales que en este escenario rigen las relaciones de trabajo. 

Bajo ese entendido, como se explicó en las consideraciones, le correspondía a la parte actora demostrar que esos acuerdos cooperativos eran nulos o que Coovipriquin CTA realmente actuaba por fuera de los lineamientos de las entidades de económica solidaria, situación ésta que no se verificó en el proceso, pues como caudal probatorio únicamente arrimó el mencionado acuerdo cooperativo de 1º de noviembre de 2008, una certificación emitida por la entidad demandada, en donde da fe que él estuvo vinculado a Coovipriquin CTA entre los extremos referenciados en la demanda, copia del estado de su cuenta de ahorros en el Banco AV Villas y un certificado de la Cámara de Comercio de Pereira –fls.8 a 11-.

Por tales motivos no resulta posible declarar que entre las partes existió un contrato de trabajo entre el 1º de noviembre de 2008 hasta el 30 de abril de 2012, como lo pretendía el accionante, por lo que se negarán la totalidad de las pretensiones de la demanda.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 5 de marzo de 2015.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%. 

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO

LEONARDO CORTÉS PÉREZ

Secretario
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